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OBSERVATORIO
El auge experimentado en las últimas décadas por la investigación en el campo de la Economía
Pública viene explicado, en gran medida, por las indudables conexiones que existen entre los
temas objeto de estudio y los problemas a los que se enfrentan en sus agendas los responsables
del sector público. La interacción entre los problemas a resolver y los resultados de la investi-
gación económica ofrece, sin duda, interesantes posibilidades de análisis con un importante
valor añadido tanto para los decisores políticos como para los investigadores en estas materias.
Con este espíritu, la sección Observatorio de Economía Pública afronta la presentación de
artículos originales dirigidos esencialmente al estudio de problemas o cuestiones relevantes y
de actualidad directamente relacionadas con el diseño y la reforma de las políticas públicas.
También tienen cabida en esta sección aquellos trabajos originales, tanto teóricos como empí-
ricos orientados a la evaluación de los resultados derivados de actuaciones públicas concretas.
Todos los trabajos aquí publicados están sometidos al proceso regular de evaluación estableci-
do para la Revista, independientemente de si se trata de originales propuestos por los autores o
si han sido solicitados por el Consejo Editor.
****
The importance gained in recent decades by the area of Public Economics is, to a large extent,
due to the unquestionable links between the matters under study and the problems which the
public sector must face in their agenda. The interaction between problems to be solved and the
results of economic research without doubt provides interesting possibilities for analysis, with a
high value added for decision-makers and researchers on these issues.
Bearing this in mind, the section Public Economics Policy Watch is intended to present origi-
nal articles essentially aimed at studying relevant problems or contemporary issues directly as-
sociated with the design and the reform of public policies. This section will also include origi-
nal works, which may be both theoretical and empirical, with a view to the assessment of
results derived from specific public actions.
All the works published in this section are subject to the usual assessment process established by
the journal, whether they have been submitted by authors or commissioned by the Board of






El objetivo del trabajo es el proporcionar un marco de análisis general para entender el proceso de descentralización
del Sector Público en España. Partiendo de un enfoque integrado, se estudiará tanto el modelo de financiación de las
CC.AA. de régimen común como el caso foral, exponiendo sus similitudes y diferencias y viendo cómo ambos mo-
delos han evolucionado en el tiempo. Además, se presenta como un sistema separado el del conjunto de recursos que
financian las inversiones autonómicas, aspecto éste en que no existen diferencias entre CC.AA. comunes y forales.
Tras la reforma del sistema de finales de 2001 se concluye que la incidencia de la Ley General de Estabilidad Presu-
puestaria, que se hará sentir de modo notable en el subsistema de financiación de las inversiones, tendrá consecuen-
cias importantes en la forma en que las Haciendas autonómicas vayan a utilizar sus competencias fiscales, en una
búsqueda previsible de recursos corrientes que compensen el hueco dejado por el endeudamiento.
Palabras clave: Descentralización del Sector Público, asignación impositiva entre gobiernos.
Clasificación JEL: H4, H6 y H7.
1. Introducción
La descentralización del Sector Público en España iniciada tras la Constitución y la transi-
ción a la democracia en 1978 supuso un notable cambio en la distribución de funciones de gas-
to y en la organización de los distintos agentes integrantes de las Administraciones públicas.
El amplio proceso descentralizador tuvo una primera etapa centrada en el lado del gasto
y las transferencias competenciales y posteriormente el acento se puso en la construcción de
un sistema de financiación descentralizado que permitiera la autonomía y suficiencia del
conjunto de Haciendas autonómicas, manteniendo la unidad básica del sistema fiscal y res-
petando también los compromisos de armonización fiscal y convergencia presupuestaria vi-
gentes en la Unión Europea.
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* Versiones anteriores de este trabajo fueron expuestas en la Universidad del País Vasco en septiembre de 2001 y
en la Universidad Complutense de Madrid en febrero de 2002. Agradezco los comentarios de los participantes en
dichos seminarios, así como las observaciones de dos evaluadores anónimos, que han contribuido a mejorar el
resultado final.Seguramente la pieza más compleja del modelo ha sido el diseño y aplicación del siste-
ma de financiación, tarea ésta que reviste especiales dificultades en todo país federal, pero
que en el caso de España se ve aún más complicada por el hecho de carecer de experiencia
previa, el partir de un Sector Público fuertemente centralizado y porque nuestro modelo des-
centralizador es altamente complejo, lo cual impide la opción de que un único sistema de fi-
nanciación sea el aplicado con carácter general.
El presente trabajo tiene como objetivo elaborar un marco general, a partir del cual pue-
da analizarse el proceso de descentralización registrado en España, penetrando en el laberin-
to de los distintos susbsistemas de financiación que lo componen, para estudiar las relaciones
entre los mismos y los problemas pendientes.
La estructura del trabajo es la siguiente; en la segunda sección se exponen los rasgos
esenciales del modelo descentralizador español, que serán utilizados como marco general de
análisis. A continuación, en la sección tercera se estudia el sistema de alcance más amplio, el
de las CC.AA. de régimen común, que desde el inicio del proceso descentralizador y hasta fi-
nales de 2001 ha estado dividido a su vez en otros dos subsistemas, el de financiación de las
competencias comunes y de educación (subsistema de la Ley Orgánica de Financiación de
las Comunidades autónomas— LOFCA—) y el subsistema sanitario. Finaliza este apartado
con el estudio del sistema de financiación común en su forma actual, tal como ha empezado a
aplicarse desde comienzos del ejercicio 2002.
La sección cuarta analiza el sistema foral, tomando como modelo el caso más complejo
de las dos Comunidades forales, que es el del País Vasco. Tal como veremos, en este caso se
produce un esquema complejo de descentralización, dado que las competencias de gasto se
han descentralizado en lo esencial hacia la comunidad Autónoma y la cesión tributaria ha ido
hacia las Diputaciones Forales. En esta sección se prestará atención especial a resaltar las si-
militudes y diferencias entre los regímenes de financiación común y foral.
La sección quinta analiza el sistema de financiación de las inversiones, que funciona de
modo similar en las CC.AA. de régimen común y forales.
Cierra el trabajo una última sección que recoge las conclusiones.
2. El modelo descentralizador español y el federalismo complejo
En un análisis comparado, respecto al resto de países de corte federal, el caso español es
un caso de descentralización a favor de regiones y también un ejemplo de modelo complejo
de descentralización.
Respecto al primero de los asuntos citados, en el conjunto de países descentralizados, la
mayoría han optado por la descentralización a favor de regiones, dotadas de Parlamento pro-
pio, con capacidad legislativa sobre ciertas materias y que asumen competencias sobre bie-
nes públicos locales, financiándose bien mediante una fuerte imposición propia y con esque-
mas de nivelación poco potentes (casos de Suiza o EE.UU.) o, alternativamente, con un
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de Alemania o Australia).
Está también el caso del «federalismo escandinavo», en el cual gobiernos locales de am-
plia dimensión (con municipios de unos quince a veinte mil habitantes) han asumido una
parte de los servicios del Estado de Bienestar (educación hasta la etapa secundaria y medici-
na no especializada) y disponen para su financiación de una parte significativa del impuesto
de renta personal, con la posibilidad de establecer recargos sobre la cuota del mismo (Rattso,
1998).
En este contexto, en España se ha optado por la descentralización a favor del nivel regio-
nal (Comunidades Autónomas) y por un esquema de financiación que, desde 2002 y para el
caso general, supone una opción intermedia entre autonomía impositiva y solidaridad regio-
nal, con bastantes similitudes respecto al caso canadiense.
Elegido un modelo de descentralización fiscal (ya sea éste de gran autonomía fiscal o ba-
sado en uniformidad fiscal y transferencias niveladoras), el caso más frecuente es que éste se
aplique en todas las regiones de acuerdo a las mismas reglas. Si, por el contrario, existen re-
giones (o tipos de competencias) con sistemas de financiación especiales, estamos ante el
caso de un modelo complejo de financiación descentralizada.
Seguramente el rasgo que mejor define el modelo descentralizador aplicado en España
sería el de su complejidad, que se deriva tanto del propio diseño del modelo, a partir de sus
rasgos constitucionales, como de las sucesivas decisiones sobre su aplicación, que han con-
tribuido sin duda a aumentar su grado de complejidad.
El primer asunto que conviene subrayar es que, en el orden competencial, no existen di-
ferencias apreciables entre las distintas Comunidades Autónomas, por lo cual, salvo en el
distinto ritmo de asunción de competencias 1, no existe un distinto horizonte competencial,
sino que lo que complica el modelo es la diversidad en los temas de financiación.
Para financiar los distintos servicios traspasados a las CC.AA. existe un sistema de fi-
nanciación común, aplicable a la mayoría de las Comunidades, que coexiste con otros dos
sistemas de financiación distintos; por un lado, el régimen foral, aplicable en las Comunida-
des forales del País Vasco y Navarra, además del cual está el Régimen fiscal de Canarias,
que reviste características propias 2. La diferencia fundamental entre los regímenes fiscales
especiales y el régimen común es que aquéllos permiten un mayor grado de autonomía fiscal,
especialmente el foral 3.
En el caso del régimen común, su desarrollo se ha hecho en la Ley Orgánica de Financia-
ción de las Comunidades Autónomas (LOFCA), que concreta los principios generales que en
materia de financiación autonómica enuncia la Constitución en sus artículos 157 y 158.
La LOFCA concreta el funcionamiento general de los distintos recursos, pero a partir de
ese marco de referencia el sistema de financiación ha venido pactándose hasta 2002 (año en
que entra en vigor un nuevo sistema, pactado por tiempo indefinido) mediante Acuerdos
quinquenales, alcanzados en el seno del Consejo de Política Fiscal y Financiera (CPFF), ór-
gano de relación entre la Administración central y las CC.AA., siendo dichos Acuerdos un
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tema LOFCA. Además, están otras normas conectadas con la LOFCA, que concretan con
más detalle el funcionamiento de la cesión impositiva o las transferencias del Fondo de
Compensación Interterritorial (FCI).
Sin embargo, el sistema de financiación común no ha tenido un alcance general, puesto
que se utilizó solamente para financiar las competencias comunes y de educación, mientras
que se mantuvo desde el inicio de los traspasos sanitarios un canal separado de transferencias
específicas para financiar la sanidad autonómica. Más recientemente, con el Acuerdo sobre
financiación autonómica de julio de 2001, aplicado desde 2002, se ha comenzado la integra-
ción de ambos sistemas 4.
Merece la pena mencionar que, siendo en esencia idénticas las competencias de las
CC.AA. forales y las de las CC.AA. comunes del 151 (las de competencias amplias), el mo-
delo de financiación foral es realmente general, en el sentido de que financia el total de com-
petencias, mientras que en el caso de las CC.AA. comunes ha existido un sistema de finan-
ciación separado para la sanidad, tal como hemos comentado.
Las posibles razones para explicar la financiación separada de la sanidad transferida fue-
ron la falta de generalidad de este tipo de traspaso competencial y la doble financiación de la
sanidad, que recaía no sólo en impuestos, sino también en parte en cotizaciones sociales.
Respecto al régimen gradual de traspasos, este es un caso idéntico al de los traspasos educati-
vos, en donde nunca se aplicó un sistema específico de financiación. Respecto a la financia-
ción parcial por cotizaciones, ya desde 1989 se separaron la sanidad y las pensiones en los
presupuestos de la Seguridad Social y desde 1999, la financiación de la sanidad se hace ex-
clusivamente por impuestos generales.
Sobre todo, existe la inconsistencia de que las razones para separar la financiación de la
sanidad del resto de competencias parecen válidas en territorio común, pero curiosamente
desaparecen al hablar del régimen de financiación foral.
Tanto en el caso de competencias comunes y de educación como en el caso de las com-
petencias sanitarias, la valoración de estos servicios de cara a su traspaso y la posterior finan-
ciación entregada se hicieron por métodos que, aunque diferentes en su metodología (método
del coste efectivo y cesión de un porcentaje del presupuesto sanitario del Instituto Nacional
de la Salud, INSALUD) conducen al mismo resultado, que es entregar financiación corriente
para mantener la prestación del servicio al mismo nivel que lo venía haciendo anteriormente
la Administración central, en el momento previo al respectivo traspaso.
Como el crecimiento en el tiempo de la población y las nuevas demandas hacen necesa-
ria la mejora en los niveles de prestación, existe la necesidad de aumentar el stock de capital
público conectado con los distintos servicios traspasados (educación, sanidad, viviendas, ca-
rreteras y obras hidráulicas, principalmente). Conectado con la financiación de las inversio-
nes existe otro subsistema de financiación, integrado, además de por el ahorro corriente, el
endeudamiento y una serie de recursos de tipo condicionado, como son las transferencias na-
160 CARLOS MONASTERIO ESCUDEROcionales del FCI y las europeas de los Fondos Estructurales (y con menor importancia, los
convenios de inversión con la Administración central y los contratos programa).
Debe subrayarse la diferencia importante que existe entre los tres primeros subsistemas de
financiación (común, sanitario y foral), que dependen en su configuración de decisiones toma-
das íntegramente a escala nacional, y el subsistema de financiación de las inversiones, que de-
pende tanto de decisiones nacionales como europeas, dado que buena parte de las transferen-
cias de capital que reciben las CC.AA. proceden del presupuesto de la Unión Europea.
El siguiente Cuadro 1 muestra, con datos de la liquidación presupuestaria del ejercicio
1999, el contenido de los distintos subsistemas de financiación y su peso absoluto y porcentual.
Conviene señalar que la generalización de las transferencias sanitarias desde comienzos
del ejercicio 2002 producirá un importante vuelco en las proporciones, elevándose la partici-
pación porcentual del subsistema sanitario hasta el 30 por 100, aproximadamente.
3. El sistema de financiación de las CC.AA. de régimen común
En este apartado vamos a analizar el funcionamiento de los recursos que financian el
conjunto de competencias asumidas por las CC.AA. de régimen común, diferenciando entre
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Fuente: Elaboración propia, a partir de los datos del Ministerio de Hacienda (Liquidación de Presupuestos de las
Comunidades y Ciudades Autónomas 1999).el sistema que ha operado desde el inicio del proceso descentralizador hasta el año 2001 (que
en lo referente a competencias comunes será estudiado en la sección 3.1, mientras que la sec-
ción 3.2 se ocupará de la financiación sanitaria) y el actualmente vigente, que será expuesto
en la sección 3.3.
3.1. El subsistema LOFCA
En su concepción, la financiación de las CC.AA. de régimen común ha seguido los pos-
tulados ortodoxos de la teoría del Federalismo Fiscal y se planteó como objetivo cubrir el
coste de provisión de los bienes y servicios públicos locales descentralizados hacia las
CC.AA. Dado que existe un desequilibrio fiscal vertical favorable a la Hacienda central, la
mayor o menor amplitud de la descentralización impositiva en cada momento ha hecho que
el nivel de autonomía y corresponsabilidad fiscal fuera mayor o menor. Como ya se ha men-
cionado, el conjunto de recursos previsto en la LOFCA no financia la totalidad de competen-
cias transferidas a las CC.AA. de régimen común, porque se mantiene aparte la financiación
de la sanidad. Para el resto de competencias comunes y la educación, se utilizan los recursos
regulados en la LOFCA (básicamente, cesión de impuestos y transferencias) para atender a
su financiación.
En el funcionamiento global del proceso, la vertiente de la descentralización del gasto
está unida estrechamente a la determinación del volumen de financiación entregado a cada
Comunidad.
Cuando se procede a calcular el gasto asociado a cada servicio transferido, se aplica el
método del coste efectivo, que básicamente supone calcular el importe del gasto corriente
asociado a la prestación del servicio, computando éste al nivel de prestación que tenía la
Administración central en el momento previo a la transferencia 5. Como el único gasto de in-
versión incluido es el de mantenimiento y reposición del stock de capital público transferido
(inversión de reposición), se plantea el problema de buscar un canal adicional de financia-
ción para atender a la financiación de las nuevas inversiones, necesarias para la mejora del
servicio o para cubrir las demandas de nuevos usuarios. Dada la metodología del coste efec-
tivo, está claro el fuerte peso que tiene el statu quo previo en la determinación del volumen
de gasto transferido, porque si el nivel de prestación de la Administración central era elevado
en el momento de efectuarse la transferencia, la valoración de la competencia será por un im-
porte superior que si, por las circunstancias que fueran, el nivel de prestación fuera reducido.
En todo caso, es importante destacar que hasta mediados de los ochenta el proceso des-
centralizador español estuvo centrado en los traspasos competenciales y la valoración del
gasto a transferir.
Sin embargo, y como fruto de la amplia descentralización competencial registrada en
España, se hizo evidente enseguida la necesidad de proceder a una descentralización imposi-
tiva, para hacer efectivo el principio de equivalencia fiscal (Olson, 1969) a nivel autonómico.
El asunto se planteó diferenciando los criterios de descentralización de los distintos tributos,
de modo que los criterios son distintos según que éstos se basen en el principio del beneficio
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por tasas satisfechas por los usuarios, el importe de éstas (TS) se resta para determinar el cos-
te efectivo de la competencia a transferir, quedando las tasas asociadas a la prestación del
servicio en manos de la Hacienda autonómica, que goza de plena capacidad normativa para
regularlas, puesto que pasan a considerarse como un tributo propio de la Comunidad Autó-
noma. Esta solución parece adecuada, puesto que es la Administración prestadora del servi-
cio la que conoce en todo momento los costes de prestación y a quien corresponde decidir la
parte a repercutir a los usuarios, en aplicación del principio del beneficio.
Sin embargo, si se observa el importe total del gasto autonómico, según la liquidación de
1999, que asciende a algo más de once billones de pesetas (gasto total no financiero) y se
pone en relación con la recaudación de las tasas asociadas a servicios transferidos, que ronda
los cien mil millones, es fácil comprobar la importancia casi marginal de este tipo de tributos
descentralizados.
El grueso de los ingresos fiscales cedidos (TC) en España a las CC.AA. de régimen co-
mún procedía fundamentalmente, hasta 1997, de impuestos basados en el gravamen de la ri-
queza y ciertos impuestos indirectos. En concreto, se habían descentralizado los impuestos
directos que gravan la posesión de riqueza o su transmisión (patrimonio neto y sucesiones y
donaciones), ciertos impuestos indirectos sobre el tráfico civil (transmisiones patrimoniales
y actos jurídicos documentados) y las tasas sobre el juego. El hecho de que los tributos cedi-
dos eran precisamente los de menor capacidad recaudatoria del sistema fiscal, unido a la am-
plia descentralización del gasto, hizo que el sistema de financiación de las competencias
comunes y educativas pivotase cada vez con más intensidad sobre las transferencias incondi-
cionadas del porcentaje de participación en los ingresos del Estado (PIE).
Tras el Acuerdo sobre financiación autonómica de septiembre de 1996 se cedió el 30 por
100 del IRPF a las CC.AA., si bien las competencias normativas sólo alcanzaban el 15 por
100 del IRPF y el resto de la cesión operaba como mera participación territorializada en la
recaudación. Sin embargo, la garantía establecida en marzo de 1998, respecto a asegurar a
las Haciendas autonómicas un incremento mínimo de la recaudación por IRPF autonómico
igual al incremento nominal del PIB (garantía que además se aplicó con efectos retroactivos,
desde 1997) supuso un importante desincentivo al ejercicio de la corresponsabilidad fiscal.
De modo resumido, el gasto total por competencias comunes y educativas (GC), neto de
tasas asociadas al servicio, se financia mediante el rendimiento de los tributos cedidos y, la
diferencia no cubierta por los recursos fiscales de todo tipo, se financia con cargo a las trans-
ferencias de la PIE.
GC – TS = TC + PIE [1]
A su vez, el importe de la PIE se calcula aplicando un porcentaje (k) sobre los tributos no
cedidos (TNC), de modo que se cumpla el principio de suficiencia, para lo cual
k=G C–(TS + TC) / TNC [2]
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acuerdo con la expresión [3] siguiente
PIE = (k) TNC [3]
En la realidad el funcionamiento del modelo se varió desde 1987, sustituyéndose los tri-
butos no cedidos por el conjunto de ingresos coactivos disponibles para la Administración
central (suma de impuestos y cotizaciones sociales, netos de la aportación española al presu-
puesto de la Unión Europea, los llamados Ingresos Tributarios ajustados Estructuralmente,
ITAE).
Puede observarse que nuestro modelo descentralizador permite ajustar la financiación a
la dinámica competencial, puesto que la asunción de nuevas competencias por las CC.AA.
supone un aumento en el valor de GC, que irá acompañado de un aumento de las transferen-
cias de la PIE (por ajuste del valor de k) o de una revisión de la cesión tributaria. Al menos en
teoría, el modelo permitiría también la reversión de competencias autonómicas hacia la
Administración central, ajustando la financiación en sentido opuesto.
Si analizamos el funcionamiento del sistema LOFCA en su conjunto, se advierte la exis-
tencia de tres problemas principales.
1. El sistema carece de un criterio explícito de equidad, defecto éste que ha sido claramente
señalado en el Libro blanco sobre la financiación autonómica (Monasterio et al., 1995,
pp. 176-191) y que supone una fuente de tensiones permanente, porque deja abierta la
puerta para que toda Comunidad descontenta con el funcionamiento del sistema lo impug-
ne aduciendo que «no es justo», si bien raramente se suele concretar cual es el criterio de
justicia invocado. Por ejemplo, podría proponerse que, en ausencia de diferencias signifi-
cativas en los costes de prestación del servicio, debería cumplirse, para dos hipotéticas
CC.AA., A y B, de igual nivel competencial y población Na y Nb, respectivamente.
GCa/Na = GCb/Nb [4]
lo cual supone, implícitamente, admitir la igualdad de financiación per cápita 6 como
criterio de equidad. La reciente proliferación de trabajos empíricos dedicados a analizar
el alcance de la redistribución territorial en nuestro país (Barberán, 2001) es una buena
muestra de la preocupación por estas cuestiones.
2. El grado de autonomía fiscal, inicialmente reducido, ha ido disminuyendo de modo
constante entre 1988 (en que se añadió como tributo cedido el impuesto de transmisio-
nes patrimoniales y actos jurídicos documentados) y 1997. La razón de lo anterior estri-
ba en que todos los traspasos efectuados durante ese período supusieron un incremento
de las transferencias de la PIE, con el consiguiente aumento de la dependencia financie-
ra de las CC.AA. Tras el Acuerdo sobre financiación autonómica de septiembre de 1996
(vigente durante el quinquenio 1997-2001), en teoría se amplió de modo importante el
grado de autonomía y corresponsabilidad fiscal, con la cesión del 30 por 100 del im-
puesto de renta personal, con capacidad normativa limitada sobre la tarifa autonómica y
algunas deducciones de tipo personal, además de concederse también cierta capacidad
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condiciones necesarias para el ejercicio de la corresponsabilidad fiscal, pero al ser se-
guida a corto plazo (marzo de 1998) por la concesión de garantías financieras por parte
de la Administración central que aseguraban un crecimiento de la recaudación autonó-
mica por IRPF similar al crecimiento nominal del PIB, se destruyeron en gran medida
los incentivos al uso de la autonomía fiscal. Esto puede verse claramente examinando la
actuación fiscal de las CC.AA. durante estos años, que se han limitado a percibir, en su
mayoría, las garantías financieras, creando paralelamente deducciones personales pro-
pias de escaso impacto recaudatorio, pero que ofrecen alta rentabilidad en términos elec-
torales.
3. Al ajustar la financiación al importe del coste efectivo del gasto transferido (GC) y al de-
terminarse el coste efectivo básicamente con el objetivo de atender al gasto corriente de
prestación de los servicios traspasados, aparecen tensiones crecientes para atender a la
financiación de las inversiones, tensiones que llevaron a una fuerte acumulación de deu-
da autonómica, especialmente entre 1989 y 1993. De ahí que existiera una atención cre-
ciente sobre los mecanismos de control del endeudamiento autonómico, recurso que
analizaremos en el apartado quinto, en relación con el sistema de financiación de las in-
versiones.
Aparte de la metodología de cómputo del coste de los traspasos, el volumen global de fi-
nanciación permaneció anclado en el coste efectivo porque en las sucesivas rondas para de-
terminar los Acuerdos de financiación quinquenales se buscaron variables para el reparto de
la PIE que básicamente estaban pensadas para replicar el coste efectivo de cada comunidad,
permitiendo de este modo que el incremento de coste que tenía que afrontar la Administra-
ción central fuese mínimo También contribuyó a mantener el anclaje sobre el coste efectivo
la reticencia de las CC.AA. a revisar sus posiciones relativas en materia de financiación, ne-
gándose a admitir que debían decidirse criterios de equidad para el reparto de recursos, sin
establecer restricciones ni cortapisas financieras sobre el resultado final.
3.2. El subsistema de financiación sanitaria
El traspaso de las competencias sanitarias se hizo, al igual que en el caso de la educación,
de modo gradual, de forma que las diversas CC.AA. que accedieron a la autonomía por la via
rápida del artículo 151 de la Constitución fueron las primeras en recibir dichas competencias,
comenzando por Cataluña y Andalucía, seguidas de la Comunidad Valenciana, Galicia y Ca-
narias (además de las dos Comunidades forales). Sin embargo, en el desarrollo del sistema de
financiación de las CC.AA. de régimen común, esta competencia se segregó de los mecanis-
mos generales de financiación de la LOFCA examinados en el apartado anterior y se financió a
partir de transferencias específicas, procedentes de los Presupuestos del INSALUD.
Tras una serie de acuerdos bilaterales, el sistema de financiación sanitaria se pactó con
carácter general en 1994, en un acuerdo para el período 1994-1997 que estableció reglas co-
munes de aplicación, que definían de modo homogéneo el presupuesto sanitario a repartir y
la regla de evolución del gasto, ligada al PIB nominal.
El laberinto de la financiación autonómica 165Es importante subrayar que en el caso de las competencias sanitarias, a diferencia de las
competencias comunes y de educación, se ha fijado un criterio de equidad en el reparto de la
financiación, tomando la población protegida con derecho a asistencia sanitaria residente en
la Comunidad como variable a emplear para el reparto de recursos.
En el momento de la transferencia de las competencias sanitarias, la Comunidad que re-
cibe esta competencia, obtiene una financiación por importe del gasto sanitario transferido 7,
GS, determinado a partir de una base de recursos sujetos a reparto, que son los indicados en
el segundo término del lado derecho de la expresión [5], donde PS es el presupuesto total del
INSALUD, del cual se deduce el coste de ciertos centros nacionales (CN) y el Fondo de
Investigaciones Sanitarias (FIS), dado que éstos no van a ser objeto de traspaso. De ese total
de gasto sanitario, la Comunidad recibe un porcentaje (q) que equivale al que venía gastando
anteriormente el INSALUD en ese territorio, con lo cual se logra una continuidad en los ni-
veles de prestación del servicio y la ausencia de tensiones sobre el gasto sanitario del
INSALUD.
GS = (q)[ PS – (CN + FIS)] [5]
Puede verse que, en principio, las diferencias con el método del coste efectivo son más
aparentes que reales, porque GS es una magnitud similar a la que obtendríamos aplicando el
sistema de valoración general del coste efectivo. Existe, eso sí, diferencias en los distintos
instrumentos de financiación empleados, que son recursos incondicionados en el sistema
LOFCA y transferencias condicionadas en el sistema sanitario.
Aparte de lo anterior, la diferencia fundamental es la ya comentada de que en la sanidad
existe y se aplica un criterio de equidad para la distribución de recursos. Caso de existir dis-
crepancia entre el porcentaje de población con derecho a asistencia sanitaria (n) y el porcen-
taje de gasto previo del INSALUD (q), se eliminan las diferencias entre ambos, a lo largo de
un período de ajuste que generalmente es de diez años. Así por ejemplo, en el sexto año pos-
terior a la transferencia, el porcentaje de gasto sanitario recibido no sería (q), sino (q) + 6/10
[(n)–( q)].
De ese modo, al final del período de ajuste, la financiación vendría dada por la expre-
sión [6].
GS = (n)[ PS – (CN + FIS)] [6]
3.3. El sistema de financiación de las CC.AA. comunes desde el 2002
En julio del 2001 se alcanzó en el seno del Consejo de Política Fiscal y Financiera
(CPFF), un Acuerdo sobre el futuro del sistema de financiación de las CC.AA. de régimen
común. Dicho Acuerdo, que se ha plasmado en una serie de normas 8 reformadoras del siste-
ma de financiación, supone un importante cambio sobre la situación precedente y viene a
configurar un nuevo sistema de financiación, cuyas características principales son las si-
guientes;
166 CARLOS MONASTERIO ESCUDERO1. Integra en un único de sistema de financiación las competencias comunes, de educación
y sanitarias, lo cual, unido a la generalización del traspaso de la sanidad desde comien-
zos del ejercicio 2002 supone una homogeneización de los techos competenciales y una
clarificación de los mecanismos de financiación.
2. Amplía de modo considerable la autonomía fiscal de las regiones españolas, diversifi-
cando también la base tributaria de obtención de recursos. En concreto, en la vertiente de
la imposición directa, se extiende la cesión del impuesto de renta personal, con capaci-
dad normativa, del 15 al 33 por 100, ampliándose también la capacidad normativa sobre
los impuestos personales sobre la riqueza (impuestos de patrimonio neto y sucesiones y
donaciones). Pero el cambio principal se produce mediante una importante cesión tribu-
taria en el campo de la imposición indirecta. En concreto, se cede el 35 por 100 de la re-
caudación territorial del impuesto de valor añadido, además de cederse el 40 por 100 de
la recaudación de los impuestos especiales armonizados a nivel europeo (impuestos so-
bre el vino, cerveza y bebidas alcohólicas, tabaco e hidrocarburos), además de la cesión
completa de los impuestos especiales nacionales sobre la electricidad y matriculación de
vehículos. Es importante subrayar que si bien el IVA se cede como mera participación
territorializada (tax sharing), las CC.AA. de régimen común pasan a disponer de cierta
capacidad normativa tanto en el impuesto especial de hidrocarburos (articulada median-
te la creación de un impuesto sobre las ventas minoristas de determinados hidrocarbu-
ros) como en el impuesto especial sobre matriculación.
En conjunto, el nuevo sistema de cesión de tributos permite reducir el riesgo recaudato-
rio de las CC.AA. comunes (que antes dependían fuertemente de la recaudación del im-
puesto de renta autonómico) y ampliar considerablemente su margen de autonomía fis-
cal, al disponer de mayores competencias normativas a ejercer sobre una base tributaria
más amplia.
3. El carácter indefinido del nuevo acuerdo debe permitir mayor estabilidad al sistema de
financiación, que deja de estar sujeto a las revisiones quinquenales, cada una de las cua-
les venía acompañada de un incremento de la financiación.
4. Como ventaja de carácter político, debe añadirse que el carácter consensuado del nuevo
modelo permite que este vaya a ser de aplicación generalizada a todas las CC.AA. de ré-
gimen común, a diferencia de lo sucedido en el anterior quinquenio 1997-2001, en el
que las CC.AA. que no aceptaron el sistema de financiación (Andalucia, Castilla-La
Mancha y Extremadura), no asumieron la cesión del IRPF ni las competencias normati-
vas sobre este impuesto y el resto de tributos cedidos. A este respecto, debe tenerse en
cuenta el hecho de que la gran complejidad del modelo descentralizador español resulta
incrementada si, en cada reforma del sistema de financiación, algunas CC.AA. permane-
cen al margen, lo cual podría desembocar en un «modelo de financiación a la carta», en
el cual la organización de cada Hacienda autonómica respondiera a un modelo distinto.
Hay que precisar, sin embargo, que el ámbito del consenso no se extiende a la Ley Orgá-
nica complementaria de la Ley General de Estabilidad Presupuestaria, por lo cual la modifi-
cación del subsistema de financiación de las inversiones queda al margen del acuerdo gene-
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aplicación del nuevo sistema, que se condiciona a la asunción de las competencias de sani-
dad. Como todas las CC.AA. del 143 han asumido esta competencia desde el 2002, el siste-
ma se aplica de modo general 9.
Por el lado del gasto, la principal consecuencia financiera del nuevo sistema de financia-
ción de las CC.AA. de régimen común es la derivada de la integración de todas las compe-
tencias en un único sistema, desapareciendo por tanto las transferencias condicionadas que
financiaban la sanidad.
En el nuevo sistema de financiación, existe un único canal de transferencias de la Ha-
cienda central hacia las autonómicas, el Fondo de Suficiencia (FS), que sustituye tanto a las
transferencias incondicionadas de la PIE como a las transferencias específicas sanitarias.
De modo sintético, el actual modelo de financiación de las CC.AA. de régimen común
aparece recogido en la expresión [7], figurando en el lado izquierdo el total de gasto a finan-
ciar, por todo tipo de competencias y en el derecho los distintos instrumentos de financiación
Puede apreciarse que las diferencias con el modelo anteriormente vigente residen en los an-
teriores tributos cedidos, en los cuales ha pasado a ampliarse la capacidad normativa y llevar
la cesión del IRPF autonómico hasta el 33 por 100 (TC*) y la nueva cesión de impuestos in-
directos, que llega al 35 por 100 en el IVA, el 40 por 100 en los impuestos especiales armoni-
zados en la Unión Europea (IEE) y la totalidad de los impuestos especiales nacionales sobre
electricidad, matriculación y ventas minoristas de hidrocarburos (IEN), actuando el Fondo de
Suficiencia como mecanismo de cierre del sistema.
GC + GS = TS + TC* + 0,35 IVA + 0,4 IEE + IEN + FS [7]
Debe subrayarse que el nuevo sistema de financiación permite la existencia de un Fondo
de Suficiencia negativo, que implicaría transferencias de la Hacienda regional a la central y
que se daría en el caso de aquellas CC.AA. de elevados niveles de renta y capacidad fiscal,
en las cuales el nuevo y más amplio conjunto de tributos cedidos proporciona una recauda-
ción que excede sus necesidades de gasto. Surgiría así, en este caso, un cierto paralelismo
con el caso de las CC.AA. forales, en cuanto, además de estar integrada la financiación de to-
das las competencias, existe una especie de Cupo a pagar por la Comunidad Autónoma.
Resulta criticable que la integración de la sanidad en un sistema general de financiación
se haya hecho con cortapisas, en el sentido de que se establece la afectación de una parte del
gasto a las competencias sanitarias. En concreto, se obliga a un gasto mínimo en sanidad, que
se obtendrá haciendo evolucionar el valor inicial de GS a la tasa de crecimiento de la recau-
dación estatal por IRPF, IVA e impuestos especiales armonizados. Esto supone una interfe-
rencia no justificada en la autonomía de las CC.AA., puesto que no existen razones sólidas
para obligar a Comunidades con estructuras demográficas, tasas de emigración y preferen-
cias distintas a que sigan patrones de gasto idénticos.
De modo temporal, se establece una garantía para aquellas CC.AA. que han recibido las
competencias sanitarias en 2002, a las cuales se asegura por parte de la Hacienda central que
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nominal.
En sentido positivo, debe citarse la eliminación de las garantías financieras sobre el
IRPF autonómico, que ayudarán a incentivar el ejercicio de la corresponsabilidad fiscal por
parte de las CC.AA.
Finalmente, mencionar que la sustitución de la base ITAE por la nueva base ITEn, que
es la utilizada actualmente para hacer evolucionar las transferencias del Fondo de Suficien-
cia, introduce mayor inestabilidad en la trayectoria de las transferencias incondicionadas,
puesto que, al ser más estrecha la nueva base de evolución 10, las reformas fiscales del tipo de
la proyectada para el IRPF incidirán con más intensidad en el ritmo de evolución de ITEn y
en consecuencia en los ingresos futuros del Fondo de Suficiencia.
4. El sistema foral
En su concepción, el sistema foral viene a ser el reverso del sistema común de financia-
ción, en el sentido de que ahora las competencias fiscales principales se sitúan en manos de
la Hacienda foral, surgiendo así un desequilibrio fiscal vertical que en este caso es favorable
a la Hacienda autonómica.
Ahora el objetivo es graduar la contribución de la Hacienda foral para contribuir a sufra-
gar una parte del coste de los bienes y servicios públicos nacionales provistos por la Hacien-
da central, mediante la determinación del Cupo. Sin embargo, como además de las compe-
tencias asignativas de provisión de bienes públicos nacionales, la Hacienda central lleva a
cabo una función de redistribución, el mecanismo falla parcialmente en este sentido, porque
sólo incluye el Fondo de Compensación Interterritorial (Sevilla, 2001: 133-162).
El sistema foral se aplica para financiar, de un modo integrado, todas las competencias
(comunes, educativas y sanitarias) asumidas por las Comunidades forales del País Vasco y
Navarra. La esencia del sistema foral es el reconocimiento del derecho de los territorios fora-
les a establecer, mantener y regular un sistema fiscal propio, respetando ciertos requisitos ge-
nerales en materia de armonización fiscal (Zubiri, 2000: 49-52).
Dicho pacto fiscal es el llamado Concierto Económico, en el caso del País Vasco o Con-
venio Económico, en el caso de Navarra.
Obviamente, dependiendo de la amplitud del Concierto, el rendimiento de los tributos
concertados puede ser o no suficiente para financiar el total del gasto asumido por la Comu-
nidad foral. La extensión del Concierto ha sido siempre muy amplia y desde la última refor-
ma, llevada a cabo en 1997, supone la concertación de todos los impuestos que integran el
sistema fiscal español. En consecuencia, al exceder los recursos impositivos de las CC.AA.
forales sus necesidades de gasto, la otra pieza del sistema foral es el Cupo (Aportación, en el
caso de Navarra) a pagar a la Administración Central.
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tularidad estatal prestados en territorio foral, mediante la imputación de una parte del coste
de provisión.
A continuación vamos a analizar de modo simplificado el funcionamiento del sistema
foral, tomando como referencia el caso del País vasco, que reviste mayor complejidad que el
de Navarra.
Esquemáticamente, el cupo líquido a pagar (D) se determina aplicando sobre los gastos
no asumidos (GNA) que figuran en los Presupuestos Generales del Estado (magnitud que
equivale al coste a nivel nacional de los servicios prestados por la Administración central, si
todas las CC.AA. tuvieran el mismo nivel competencial que la Comunidad foral) un índice
de imputación (i) que viene a indicar la parte del coste de las competencias estatales que debe
financiar la respectiva Comunidad foral.
Básicamente, el índice (i) se determina a partir de la renta relativa de la respectiva Co-
munidad foral.
Como parte de la anterior cantidad ha sido ya «anticipadamente cobrada» por la Hacien-
da central, que también recauda algunos ingresos en el territorio foral, los ingresos no con-
certados (INC), el Cupo líquido puede expresarse como.
D=(i) GNA – INC [8]
Puede apreciarse que los elementos claves del sistema foral son, por un lado, el nivel de
competencias asumidas 11, puesto que cuanto mayores sean éstas, menor será el valor de
GNA y menor, por tanto, el Cupo bruto a pagar, por otro, la amplitud del Concierto impositi-
vo, puesto que cuanto mayor sea el alcance de éste, mayor será el exceso de financiación de
la Comunidad foral y, por ello, mayor el Cupo líquido a pagar 12.
En el caso de Navarra, al ser una Comunidad uniprovincial los tributos convenidos y las
competencias recibidas están en manos del mismo gobierno y no es necesario hacer posterio-
res ajustes. Sin embargo, en la mayor de las Comunidades forales, la del País Vasco, la dife-
rencia entre el gobierno que ha recibido las competencias autonómicas (el Gobierno de la
Comunidad Autónoma del País Vasco —CAPV—) y los Gobiernos que históricamente han
ostentado las competencias impositivas emanadas del Concierto económico (las Diputacio-
nes Forales de los Territorios Históricos de Bizkaia, Alava y Gipúzkoa) hacen más complejo
el funcionamiento en este caso del modelo foral.
En concreto, en el caso vasco, para comprender cabalmente el modelo hay que añadir, a la
norma que regula las relaciones financieras externas (la Ley del Concierto Económico) otra
norma destinada a regular las relaciones financieras internas (Ley de Territorios Históricos).
El principio genérico de reparto de recursos es la distribución de competencias y servi-
cios entre las distintas Administraciones vascas. Con este principio se trata de atender a la
equidad y la suficiencia del esquema de relaciones financieras de la Hacienda Vasca. La
equidad implica que la distribución de los recursos debe de hacerse a partir de las responsabi-
lidades sobre la prestación de servicio.
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versos niveles de gobierno, evitando el desequilibrio fiscal favorable a las Diputaciones Fo-
rales que se produciría de otro modo.
A partir del principio comentado del reparto competencial, dos cuestiones destacan por
su importancia a la hora de determinar las Aportaciones que deben efectuar los TT.HH.; por
un lado, la base de cálculo de los recursos sujetos a reparto y, de otro, las reglas para hallar el
porcentaje de recursos que deben ir a cada uno de los niveles de gobierno.
Es importante resaltar que el fondo de recursos a repartir no incluye todos los ingresos
de los gobiernos implicados (de la CAPV y los TT.HH.), sino que opera como una transfe-
rencia vertical de abajo hacia arriba, calculada no sobre el total de recursos de las Diputacio-
nes Forales, sino los ingresos procedentes de los impuestos y tasas concertados, minorados
en el importe del Cupo a satisfacer al Estado y deducido también el importe de los gastos
para desarrollar ciertas políticas de promoción y desarrollo económico o de redistribución de
renta y riqueza, cuyo importe se atribuye al Gobierno Vasco 13.
La expresión [9], donde R son los recursos sujetos a reparto, D la deducción por Cupo y
P la deducción por políticas comunes a cargo del Gobierno Vasco, nos indica los recursos a
distribuir, B.
B=R–(D+P ) [9]
Posteriormente y de acuerdo con el reparto competencial vigente en cada momento, se
determina el coeficiente de distribución vertical o porcentaje de recursos (g) que corresponde
al Gobierno Vasco, de modo que los recursos de este procedentes de Aportaciones, GV, ven-
drían dados por
G V=g·B [10]
Los recursos totales del Gobierno Vasco procedentes del modelo de reparto GVT, serían
G V T=g·B+P [11]
El resto de recursos, es decir (1 – g) B, quedaría en manos de las Diputaciones Forales.
La cantidad global a percibir por el Gobierno Vasco vía Aportaciones, resulta de la suma
de las Aportaciones de las Diputaciones Forales 14 de Álava (Aa), Bizkaia (Ab) y Gipuzkoa
(Ag).
g·B=A a+A b+A g [12]
De acuerdo con la lógica del modelo, de distribuir los recursos procedentes del Concier-
to Económico entre las Administraciones Vascas, de acuerdo con las competencias de éstas,
parecería más congruente que la única deducción de los recursos sujetos a reparto fuera la del
Cupo, dado que en este caso se trata de relaciones externas a la Hacienda vasca, es decir, de
recursos que no van a financiar ninguna de sus competencias.
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haga, en parte con deducciones previas a la determinación de los recursos sujetos a reparto y
en parte aplicando el coeficiente de distribución vertical sobre los recursos a repartir.
Sería metodológicamente más coherente obtener el mismo resultado mediante la aplica-
ción de un nuevo coeficiente vertical g', calculado para financiar el total de competencias del
Gobierno Vasco (incluidas las políticas de promoción y desarrollo económico y redistribu-
ción de renta).
De esa forma, tendríamos
GVT = g' · B' [13]
Siendo
g' = (g·B+P ) /R–D [14]
B '=R–D [15]
En cuanto al objetivo a conseguir en el reparto de la aportación global, para determinar
la aportación de cada uno de los territorios (Aa, Ab y Ag), es importante subrayar que la fina-
lidad última viene indicada en el artículo 22.4 de la Ley de Territorios Históricos, que dispo-
ne que, para el cálculo de las aportaciones, «Se utilizarán criterios y módulos que, desde el
principio de la suficiencia presupuestaria, procuren una política de gasto corriente global me-
dio por habitante equitativa y solidaria».
El criterio de equidad implícito en esta formulación es el de conseguir un reparto de los
recursos corrientes procedentes del Concierto que tienda hacia la igualdad per cápita (dejan-
do al margen los gastos de capital y su financiación específica), lo cual se sustenta en el su-
puesto plausible de que si los costes de los servicios son básicamente iguales, en términos
per cápita, en todo el territorio del País Vasco, así se consigue un igual nivel de prestación de
los servicios públicos en todo el territorio.
Esta formulación apunta hacia un modelo operativo de equidad en el reparto de recursos
en el que se tiene en cuenta el núcleo central de los ingresos a repartir, los procedentes del
Concierto Económico, dejando abierta por tanto la puerta a que mediante el uso de su auto-
nomía, cada una de las Administraciones implicada pueda utilizar recargos o recursos de otra
índole para mejorar los niveles de prestación del servicio.
Por otro lado, al referirse a los ingresos corrientes, deja fuera la financiación de los gas-
tos de capital, que por corresponderse fundamentalmente con el recurso al endeudamiento y
las transferencias de capital recibidas (además del ahorro corriente), que forman parte de lo
que hemos denominado sistema de financiación de las inversiones, será analizado en el apar-
tado quinto.
En efecto, pudiendo existir divergencias apreciables en el stock de capital público insta-
lado en cada uno de los TT.HH., el objetivo de nivelar las diferencias en infraestructuras pú-
blicas lleva a que no sea una política correcta incluir la igualación de gastos de capital, que
conduciría al mantenimiento del statu quo. Sería, en este caso, la coordinación de las políti-
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las emisiones de deuda en los territorios con mayores necesidades de infraestructuras.
En el mismo sentido, si las diferencias de renta entre territorios llegasen a ser lo suficien-
temente amplias, alguno de ellos podría llegar a ser beneficiario del Fondo Europeo de Desa-
rrollo Regional (FEDER) o del Fondo de Compensación Interterritorial (FCI) español, recur-
sos que por su carácter condicionado, al estar conectados a gastos de inversión, no pueden
ser objeto de reparto.
En la evolución de las aportaciones y de los recursos relativos de cada una de las Admi-
nistraciones del País Vasco pesa, de modo fundamental, la distribución competencial vigente
en cada momento, lo cual resulta adecuado, porque la finalidad última de todo el sistema es
que los ciudadanos de la Comunidad foral puedan recibir un nivel adecuado de servicios pú-
blicos, independientemente de cual sea la Administración titular de la competencia y presta-
dora del servicio.
Además del factor mencionado, tiene también relevancia la marcha de la economía en
los TT.HH. y la evolución de la normativa y la gestión relativa a los tributos concertados.
Al igual que sucedía en el caso de las CC.AA. de régimen común, también en las forales
el modelo de financiación prevé ajustes, tanto para recoger nuevos traspasos (o reversiones)
de servicios de la Administración central a la CAPV como para hacer frente a un nuevo re-
parto interno de competencias dentro del Sector público foral.
Por lo que se refiere a la incidencia de los traspasos de servicios, en el caso de que se tra-
te de la transferencia de una competencia del Estado a la CAPV, en el año del traspaso, se in-
cremente la Aportación global de las Diputaciones Forales en la misma cuantía en que se re-
duzca el Cupo a pagar al Estado.
Partiendo de la expresión [11] anterior, si por traspasos de nuevos servicios a la CAPV
el Cupo a pagar pasase a ser de cuantía D' (D' < D), la financiación total de la CAPV pasaría
a ser
G V T=g·B+P+(D–D ' ) [16]
En los ejercicios posteriores al de la transferencia, se procedería a modificar el coefi-
ciente de aportación vertical, de modo que el nuevo coeficiente vertical fijado g*, permitiera
cubrir el coste de la nueva competencia asumida por la CAPV.
GVT = g* [R–(P+D ' )] +P [17]
En el supuesto de reversión al Estado de alguna competencia anteriormente desarrollada
por la CAPV, el proceso sería el inverso al descrito anteriormente: disminución de las apor-
taciones de las Diputaciones Forales por la misma cuantía en que aumentase el Cupo a pagar
al Estado.
Un caso que guarda ciertos paralelismos con el anterior es el de un cambio en la atribu-
ción interna de competencias de titularidad de las Administraciones vascas. En este supues-
to, si el gasto asignado a la financiación de una nueva competencia traspasada de la CAPV a
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por este importe, fijando un nuevo coeficiente vertical g^, de modo que
Z=(g–g ^ )[ R–(P+D )] [18]
Considerado el modelo en sentido dinámico y en ausencia de modificaciones competen-
ciales, la evolución de los recursos depende fundamentalmente de la marcha relativa de la
economía vasca, en relación a la del conjunto del Estado y del ejercicio de las competencias
normativas y de gestión sobre los tributos concertados. En la medida en que los ingresos im-
positivos del Estado por tributos equivalentes a los concertados con el País Vasco evolucio-
nen a una tasa menor (mayor) que la de los tributos concertados, entonces el peso del Cupo
respecto a los recursos disminuirá (aumentará) y los recursos que son objeto de reparto entre
instituciones comunes y TT.HH. serán mayores (menores).
5. El sistema de financiación de las inversiones
Como se ha indicado, el sistema de financiación de las CC.AA. de régimen común, basa-
do en el coste efectivo, no incluye ningún canal específico para la financiación de las inver-
siones nuevas, salvo las transferencias del Fondo de Compensación Interterritorial (FCI),
que están restringidas a las regiones de reducido nivel de renta 15. Lo anterior no significa
que las CC.AA. hayan carecido en absoluto de recursos para inversiones, sino que éstos pro-
ceden de una serie de instrumentos de financiación que en parte se derivan del sistema de fi-
nanciación autonómica y en parte proceden de los Fondos Estructurales europeos.
En principio, las CC.AA. disponen de tres canales para la financiación de las inversiones
nuevas (IN), que pueden cubrirse apelando al ahorro corriente (S), las transferencias de capi-
tal (TK) o el endeudamiento (M).
I N=S+T K+M [19]
Por lo que respecta al ahorro corriente, hemos visto ya que el hecho de ajustar la finan-
ciación al coste efectivo no dejó mucho margen para la generación de ahorro, en el caso del
subsistema de financiación LOFCA. Con todo debe mencionarse que, desde la aprobación
del Método del coste efectivo en 1981, la inclusión de la inversión de reposición como com-
ponente del coste transferido debería generar un cierto margen de ahorro en el subsistema de
financiación de competencias comunes. En ese mismo sentido, los fondos adicionales para
inversión nueva, inyectados en 1992, por importe de 101.737 millones de pesetas, suponen
también mayor capacidad de ahorro. De modo diferente, el paso en 1987 de una cuarta parte
del FCI a financiación incondicionada de la PIE y en 1992 la integración en la PIE de la
Compensación Transitoria —desgajada del FCI en la reforma de 1990— simplemente supo-
nen cambiar transferencias de capital (que se reducen) por mayor capacidad de ahorro. En
términos netos, las citadas modificaciones entre instrumentos de financiación dejan inaltera-
dos los recursos para inversiones.
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desbordamientos del gasto sanitario que difícilmente dejan margen para el ahorro.
Las vías principales por las que se ha generado ahorro corriente han sido la creación de
tributos propios, que han permitido obtener recursos adicionales al gasto transferido y el po-
sible margen que haya generado la evolución a ritmos más elevados de la recaudación por
tributos cedidos y transferencias de la PIE que el incremento en los costes de prestación de
las competencias asumidas.
Las transferencias de capital han jugado un papel de creciente relevancia en la financia-
ción de las inversiones autonómicas y el modo en que han funcionado ha contribuido a orien-
tar los presupuestos autonómicos en la dirección del gasto de inversión. Desde el comienzo
del proceso descentralizador y por imperativo constitucional 16, el FCI ha sido uno de los re-
cursos a disposición de las CC.AA.
Como los recursos del FCI se perciben en forma de transferencias condicionadas, que
deben destinarse a la financiación de inversiones, ésta es una fuente permanente de financia-
ción, aunque restringida a las CC.AA. de menor nivel de renta. Sin embargo, la importancia
cuantitativa del FCI ha ido declinando, mientras adquirían una importancia creciente los re-
cursos procedentes de los Fondos Estructurales de la Unión Europea, especialmente tras la
amplia reforma de los Fondos Estructurales registrada en 1988.
Esta repercusión sobre la política regional y la Hacienda autonómica de la integración en
la Unión Europea ha sido de efectos muy profundos, porque de un lado ha supuesto un efecto
arrastre de los presupuestos autonómicos en la dirección de las inversiones, dada la obligato-
riedad de cofinanciar parte de las inversiones realizadas con cargo a los fondos FEDER y por
otro, ha contribuido a cambiar la óptica de intervención económica de los gobiernos autonó-
micos. En efecto, el hecho de que las CC.AA. sean en su mayoría regiones pobres a escala
europea y el recibir los gobiernos autonómicos Fondos Estructurales ha impulsado a éstos a
implicarse de modo activo en las tareas de desarrollo económico, en un modelo que ha ido
más allá de las recomendaciones de la teoría del Federalismo Fiscal —en un caso de «federa-
lismo pragmático», semejante, en cierta medida al caso escandinavo (Soderstrom, 1998,
pp. 9-10)— y que ha supuesto la implicación de la Hacienda autonómica en las tareas de de-
sarrollo económico.
Respecto al endeudamiento, su conexión con las inversiones es estrecha, puesto que ex-
ceptuando el uso temporal de la deuda de corto plazo para cubrir desfases de tesorería, la
LOFCA conecta el endeudamiento autonómico con la realización de gastos de inversión, es-
tableciendo así la «regla de oro» como principio rector. Debido a que los gobiernos autonó-
micos carecen de competencias monetarias, el recurso al déficit equivale en este caso al re-
curso al endeudamiento y éste está restringido a la financiación de las inversiones.
Aunque si consideramos aisladamente la regla de destinar la deuda a la realización de
gastos de inversión, ésta permitiría un recurso continuo al endeudamiento, existen otras re-
glas limitadoras del endeudamiento autonómico que deben ser consideradas conjuntamente
con la anterior y que suponen restricciones más fuertes. Por un lado, las CC.AA. tienen un te-
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(amortización e intereses) llega a absorber el 25 por 100 de sus ingresos corrientes. Además,
como consecuencia de las reglas de convergencia presupuestaria acordadas en la UE, se han
derivado nuevas limitaciones, fijadas para el mismo período temporal que el del Pacto de
Estabilidad (antes Programa de Convergencia) nacional. En concreto, el objetivo de déficit
nacional, en la parte correspondiente al conjunto de las Administraciones autonómicas, es
objeto de reparto individualizado entre ellas, mediante la negociación y el acuerdo de Esce-
narios de Consolidación Presupuestaria (ECP), que en principio deberían ser acordados en el
seno del Consejo de Política Fiscal y Financiera (CPFF), que es el órgano encargado de la
coordinación presupuestaria y del endeudamiento entre la Administración central y las
CC.AA. En la práctica, sin embargo, los ECP han sido fijados realmente en un proceso de
negociación bilateral entre la Administración central y cada una de las CC.AA., tanto comu-
nes como forales.
Durante el período en que han estado vigentes los ECP, desde 1992 hasta la actualidad,
ha existido en general un elevado grado de cumplimiento de los niveles de déficit pactado,
tal como puede apreciarse observando las cifras del Cuadro 2. El nivel de cumplimiento
agregado de los ECP no puede hacer olvidar, sin embargo, que existe algún caso individual
que presenta incumplimientos reiterados y que supone además el peligro de crear un estímu-
lo hacia una generalización de tales conductas, por parte de aquellas CC.AA. que quieran in-
crementar sus gastos de inversión.
Mirando hacia el futuro, hay que decir que el funcionamiento del sistema de financia-
ción de las inversiones nuevas de las CC.AA. ha sido objeto de atención desde diversos pun-
tos de vista, en el Acuerdo del CPFF de julio de 2001, que estableció las líneas básicas del
sistema de financiación a aplicar desde el 2002.
En primer lugar, hay que referirse a la Ley 18/2001, General de Estabilidad Presupuesta-
ria 17 (LGEP), y a la Ley Orgánica 5/2001, complementaria a la Ley General de Estabilidad
Presupuestaria (LOCLGEP), que cambian las condiciones de acceso al endeudamiento por
parte de las CC.AA. (comunes y forales).
En segundo lugar, y desde una perspectiva distinta, está la previsible reforma de los Fon-
dos Estructurales europeos, que podría aplicarse desde el 2006, para una Unión Europea am-
pliada hacia el este.
Finalmente, cabe mencionar la reforma operada en el FCI, que permite dedicar a gastos
corrientes asociados a la puesta en funcionamiento de las nuevas inversiones, una parte de
los recursos del FCI, que anteriormente estaba restringido a la realización de inversiones rea-
les o transferencias de capital.
La recién aprobada LGEP puede racionalizarse como un medio para coordinar, en el
marco de un Sector público descentralizado, los esfuerzos de sostenibilidad presupuestaria,
repartiendo el margen de déficit permitido entre los diversos niveles de Administraciones
públicas, mediante la formulación de un «pacto interno de estabilidad» (Balassone y Franco,
1999; von Hagen et al. ii, 2001). En términos de los mecanismos de control del endeuda-
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Cuadro 2
Análisis comparativo de los escenarios de consolidación presupuestaria
Déficit (+) / superávit (–) no financiero de las CC.AA.
(Millones de pesetas)
CC.AA. Escenario 1992 Escenario 1995 Escenario 1998
Art. 151 1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999
Escenarios 139.638,1 121.754,0 100.335,0 90.641,0 63.023,0 43.402,0 35.000,0 26.550,0
Andalucía Efectivo 69.237,3 108.725,0 115.133,2 26.891,4 67.266,8 6.222,3 20.330,2 –37.673,3
Diferencia –70.400,8 –13.029,0 14.798,2 –63.749,6 4.243,8 –37.179,7 –14.669,8 –64.223,3
Escenarios 25.692,9 22.542,3 27.478,0 9.736,0 8.000,0 4.700,0 4.000,0 3.400,0
Canarias Efectivo 14.333,5 24.004,9 –9.845,7 26.086,7 27.127,5 1.959,2 –1.870,1 2.135,9
Diferencia –11.359,4 1.462,6 –37.323,7 16.350,7 19.127,5 –2.740,8 –5.870,1 –1.264,1
Escenarios 50.250,6 49.282,9 95.340,0 73.936,0 46.180,0 26.424,0 19.893,0 15.074,0
Cataluña Efectivo 124.533,5 174.657,3 93.840,6 77.274,0 46.038,0 25.770,3 17.552,3 10.707,0
Diferencia 74.282,9 125.374,4 –1.499,4 3.338,0 –142,0 –653,7 –2.340,7 –4.367,0
Escenarios 66.443,1 56.065,0 50.419,0 40.287,0 26.400,0 24.000,0 n.d. n.d.
Galicia Efectivo 75.268,8 53.827,5 48.850,1 37.562,6 26.188,4 20.692,9 16.449,5 4.293,9
Diferencia 8.825,7 –2.237,5 –1.568,9 –2.724,4 –211,6 –3.307,1
Escenarios 43.319,5 64.507,0 45.558,0 41.164,0 31.727,0 36.527,0 13.000,0 10.500,0
Valencia Efectivo 57.277,8 58.859,2 88.865,6 42.511,2 104.854,5 76.992,4 77.746,2 103.376,7
Diferencia 13.958,3 –5.647,8 43.307,6 1.347,2 73.127,5 40.465,4 64.746,2 92.876,7
Art. 143
Escenarios 29.218,2 20.410,8 33.528,0 18.000,0 13.000,0 6.500,0 4.000,0 3.100,0
Aragón Efectivo 23.554,8 25.491,5 30.484,3 3.285,0 16.218,5 7.491,3 –3.476,1 –4.672,7
Diferencia –5.663,4 5.080,7 –3.043,7 –14.715,0 3.218,5 991,3 –7.476,1 –7.772,7
Escenarios 17.746,0 10.592,9 5.046,0 7.686,0 5.770,9 3.500,0 3.500,0 3.000,0
Asturias Efectivo 14.741,2 8.908,8 1.469,6 –1.190,3 4.450,5 8.091,5 13.370,3 4.194,9
Diferencia –3.004,8 –1.684,1 –3.576,4 –8.876,3 –1.320,4 4.591,5 9.870,3 1.194,9
Escenarios 4.361,8 7.492,6 –1.830,0 3.180,4 2.973,9 2.500,0 1.500,0 2.500,0
Baleares Efectivo 10.407,5 2.949,0 –2.318,3 –293,4 –3.061,0 1.782,6 –5.546,0 –3.737,1
Diferencia 6.045,7 –4.543,6 –488,3 –3.473,8 –6.034,9 –717,4 –7.046,0 –6.237,1
Escenarios –2.270,5 4.198,4 –27.974,5 1.787,7 1.560,0 843,0 1.500,0 1.400,0
Cantabria Efectivo –2.904,0 –1.963,4 –27.978,7 –9.000,2 –1.677,6 –684,5 –1.651,1 9.314,6
Diferencia –633,5 –6.161,8 –4,2 –10.787,9 –3.237,6 –1.527,5 –3.151,1 7.914,6
Escenarios 18.702,1 14.533,0 11.169,0 8.800,0 5.053,0 3.400,0 4.000,0 3.400,0
C.-La Mancha Efectivo 17.785,2 11.689,0 11.190,8 6.801,5 –712,4 3.338,4 3.846,7 3.343,5
Diferencia –916,9 –2.844,0 21,8 –1.998,5 –5.765,4 –61,6 –153,3 –56,5
Escenarios 22.585,9 20.346,2 16.598,0 14.400,0 8.932,0 5.066,0 5.500,0 4.900,0
C. y León Efectivo 20.028,4 22.735,9 14.454,4 12.058,9 4.815,1 –4.696,2 4.562,8 2.115,9
Diferencia –2.557,5 2.389,7 –2.143,6 –2.341,1 –4.116,9 –9.762,2 –937,2 –2.784,1
Escenarios 13.563,5 13.822,5 11.117,3 8.404,7 4.283,0 2.500,0 3.000,0 2.500,0
Extremadura Efectivo 27.321,2 12.153,0 1.699,9 396,5 1.317,6 –1.991,4 –6.363,9 –3.170,5
Diferencia 13.757,7 –1.669,5 –9.417,4 –8.008,2 –2.965,4 –4.491,4 –9.363,9 –5.670,5
Escenarios 4.361,8 3.487,9 0,0 1.490,0 588,0 0,0 1.100,0 1.000,0
La Rioja Efectivo 3.494,3 1.094,8 –432,6 854,0 –2.400,3 –551,0 581,2 2.797,6
Diferencia –867,5 –2.393,1 –432,6 –636,0 –2.988,3 –551,0 –518,8 1.797,6
Escenarios 54.911,2 39.206,7 43.777,7 30.909,5 19.686,2 10.722,3 4.000,0 2.000,0
Madrid Efectivo 47.256,4 33.407,7 52.779,1 42.048,2 44.708,6 7.825,5 –8.204,1 3.085,0
Diferencia –7.654,8 –5.799,0 9.001,4 11.138,7 25.022,4 –2.896,8 –12.204,1 1.085,0miento subcentral empleados en los países de corte federal, la LGEP supone pasar de proce-
dimientos basados en reglas objetivas al establecimiento de mecanismos de coordinación
(Ter-Minassian y Craig, 1997).
Aunque en una valoración global pueden encontrarse en esta norma una serie de aspec-
tos positivos (Gonzalez-Páramo, 2001) comparada con la situación anterior en materia de en-
deudamiento autonómico, la LGEP supone cambiar radicalmente el procedimiento de coor-
dinación del endeudamiento. El marco previo suponía las siguientes tres etapas:
1. Aceptar como objetivo presupuestario el definido en términos generales en las reglas eu-
ropeas de convergencia presupuestaria (déficit máximo del 3 por 100 del PIB, medido
en términos de Necesidad de financiación) y concretado en el Programa de Estabilidad
para un determinado período temporal
2. Discutir bilateralmente, entre la Administración central y cada C.A., su límite de deuda
y déficit individual, con un resultado global coherente con el fijado para el sector de
Administraciones autonómicas en el respectivo Programa de Estabilidad.
3. Ausencia de mecanismos de seguimiento y alerta sobre el incumplimiento de los límites
de déficit y deuda, así como ausencia de sanciones por incumplimiento.
Tras la LGEP, el procedimiento experimenta cambios de gran importancia y queda
como sigue:
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CC.AA. Escenario 1992 Escenario 1995 Escenario 1998
Art. 151 1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999
Escenarios 8.066,4 7.815,5 6.064,6 4.145,0 3.087,0 4.261,8 1.630,0 1.440,0
Murcia Efectivo 8.922,9 6.534,1 4.692,0 987,4 –1.063,7 1.540,3 –1.816,0 –397,6
Diferencia 856,5 –1.281,4 –1.372,6 –3.157,6 –4.150,7 –2.721,5 –3.446,0 –1.837,6
Forales
Escenarios 47.083,8 38.625,4 28.830,0 23.037,0 16.484,0 8.908,0 6.966,0 3.960,0
Navarra Efectivo 45.892,4 36.030,8 29.218,7 5.128,2 –6.905,8 –7.699,5 –19.803,1 –5.315,0
Diferencia –1.191,4 –2.594,6 388,7 –17.908,8 –23.389,8 –16.607,5 –26.769,1 –9.275,0
Escenarios 29.098,7 40.692,3 39.236,0 32.247,0 23.732,0 13.655,0 11.528,0 10.135,0
País Vasco Efectivo 5.088,5 39.407,0 22.311,9 29.052,6 432,0 7.555,7 –45.190,3 –77.265,9
Diferencia –24.010,2 –1.285,3 –16.924,1 –3.194,4 –23.300,0 –6.099,3 –56.718,3 –87.400,9
Escenarios 572.773,1 535.375,4 484.692,1 409.851,3 280.480,0 196.909,1 120.117,0 94.859,0
TOTAL Efectivo 562.239,8 618.512,2 474.414,7 300.454,3 327.596,6 153.639,7 67.518,5 13.132,5
Diferencia –10.533,3 83.136,8 –10.277,4 –109.397,0 47.116,6 –43.269,4 –52.598,5 –81.726,5
Fuente: Elaboración propia, a partir de Consultores de las Administraciones Públicas (2001) y Boletín Estadístico
del Banco de España.
Cuadro 2
Análisis comparativo de los escenarios de consolidación presupuestaria
Déficit (+) / superávit (–) no financiero de las CC.AA.
(Millones de pesetas)1. Se endurece el objetivo y se plantea en términos más exigentes, como equilibrio presu-
puestario o superávit (capacidad de financiación), aunque también podría admitirse el
déficit, si bien sólo en casos excepcionales.
2. Se introduce una discusión multilateral en el seno del CPFF, que informará previamente
sobre el objetivo de estabilidad presupuestaria fijado para el conjunto de las Administra-
ciones autonómicas y determinará el objetivo de estabilidad presupuestaria de cada una
de ellas.
3. El CPFF debe aprobar los planes de saneamiento financiero de las CC.AA. que no hayan
aprobado sus presupuestos en situación de equilibrio, liquiden sus presupuestos incum-
pliendo el objetivo de estabilidad presupuestaria o presenten un plan rectificativo de su
plan presupuestario inicial, debido al surgimiento de condiciones económicas imprevis-
tas. Las CC.AA. que, incumpliendo los acuerdos adoptados por el CPFF, provoquen o
contribuyan a producir el incumplimiento de las obligaciones asumidas ante la UE asu-
mirán financieramente las responsabilidades que se hubieran derivado del incumpli-
miento.
Señalar, finalmente, que la LOCLGEP también modifica el régimen preexistente de au-
torización de ciertos pasivos autonómicos, que sujetaba a autorización previa únicamente al-
gunas modalidades de endeudamiento, como eran la emisión de títulos de deuda pública o el
endeudamiento en divisas. La LOCLGEP extiende la autorización estatal a cualquier moda-
lidad de endeudamiento, cuando de la información suministrada por las CC.AA. se constate
el incumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria.
De lo anterior se deduce que en el futuro deberá cambiar de modo importante la estructu-
ra de la financiación de las inversiones, puesto que el recurso al endeudamiento queda reser-
vado a casos excepcionales y debe ser el aumento del ahorro corriente el mecanismo previsi-
ble de ajuste, puesto que las transferencias de capital funcionan de modo reglado y no
pueden variarse a menos que varíen las normas establecidas para su reparto 18.
En cuanto a la ampliación de la UE hacia los países del Este y repúblicas bálticas, su
efecto más inmediato sería la reducción del PIB europeo per cápita en un 13 por 100, en una
UE de 25 miembros (Comisión, 2002), lo cual dejaría a un buen número de regiones españo-
las actualmente beneficiarias de los Fondos Estructurales fuera del Objetivo 1, con lo cual
este importante recurso de financiación de la inversión dejaría de percibirse, a menos que las
perspectivas presupuestarias de la UE más allá del 2006 incluyeran el aumento de recursos
necesario para seguir manteniendo como regiones beneficiarias a aquellas regiones de la UE
de los 15 que no hayan alcanzado el actual umbral de convergencia en 2006. De otro modo,
los recursos de la cohesión pasarían a dirigirse mayoritariamente a los nuevos países miem-
bros, cuya brecha en términos de renta per cápita es tan grande que, incluso suponiendo un
diferencial de crecimiento real a su favor de 3-5 puntos porcentuales, tardarían entre 11 años,
en el mejor de los casos (República Checa) y 30 años, en los peores (Lituania y Rumanía) en
alcanzar, no la renta media de la actual UE, sino sólo la renta media de los tres «países de la
cohesión» (Grecia, Portugal y España) (Dabrowski; 2001, p. 6).
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flexibilizar el uso de los recursos del FCI, que se percibían como transferencias incondicio-
nadas, que debían ser destinadas a la realización de gastos de inversión, haciendo que una
cuarta parte del FCI pase a formar un Fondo complementario al FCI, con cargo al cual pue-
den financiarse gastos corrientes asociados a la puesta en funcionamiento de inversiones
nuevas.
En el resto, no se producen cambios sustanciales ni en la cuantía ni en los criterios de re-
parto, dado que el FCI nuevo pasa del 30 por 100 al 22,5 por 100 de la inversión civil nueva,
se mantienen las variables de reparto y ponderaciones anteriores y el Fondo complementario
supone el 33 por 100 del FCI de cada comunidad.
Para lograr este mismo objetivo, parecen preferibles otras opciones que el desdobla-
miento del FCI, que añade complejidad a un sistema de financiación bastante prolijo. Con-
cretamente, si se hubiese seguido el mismo procedimiento empleado en 1987 para integrar
un 25 por 100 del FCI en la financiación incondicionada, pasando dicho importe a la restric-
ción inicial de gasto a financiar 19 y asignando su financiación al Fondo de Suficiencia, ha-
ríamos compatible la mayor simplicidad y transparencia del sistema con un mayor peso de
los recursos incondicionados.
Como consecuencia de lo anterior, en el corto-medio plazo la financiación de las nuevas
inversiones autonómicas debe prescindir del recurso al endeudamiento, como fuente ordina-
ria 20 de financiación y en el largo plazo, más allá del 2006, está expuesta a la incertidumbre
respecto a cuál sea el importe de las transferencias de capital que, procedentes de los Fondos
Estructurales de la UE, complementen sus recurso para inversión. Por tanto, el subsistema de
financiación de las inversiones autonómicas quedaría como
IN = S + TK* [20]
En el medio plazo, TK* = TK, pero más allá del 2006 puede suceder que TK* < TK, debi-
do a la reforma de los Fondos Estructurales, especialmente si no se amplía el presupuesto de
la UE.
Es difícil precisar en qué medida los factores mencionados pueden suponer un freno a
los procesos inversores de las CC.AA., pero si nos guiamos por la experiencia pasada (cua-
dro 3), tendrían que utilizar su margen de autonomía fiscal o mejorar la eficiencia en la eje-
cución del gasto para conseguir aumentos del ahorro corriente de cuantía equivalente a dos
tercios de las inversiones realizadas.
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El proceso de descentralización del Sector Público en España se ha realizado de un
modo muy rápido, desde la Constitución de 1978. Partiendo de un Sector Público fuertemen-
te centralizado, en dos décadas se ha llegado a descentralizar importantes funciones de gasto,
como la sanidad, educación y vivienda, de modo que el porcentaje de gasto público total a
cargo de las CC.AA. ascenderá en 2002 aproximadamente al 35 por 100.
El sistema de financiación que atiende a tan importante volumen de gasto reviste un ele-
vado grado de complejidad, debido por un lado al propio diseño constitucional, que separa el
régimen foral del sistema común de financiación y, por otro, a decisiones tomadas en el cur-
so del desarrollo del modelo, que han supuesto la separación de la financiación de la sanidad
de la del resto de competencias, además de configurar un sistema aparte para la financiación
de las inversiones nuevas.
A la luz de la experiencia pasada, el sistema de financiación general, que atiende a las
competencias comunes y de educación, permitió traspasar una gran cantidad de competen-
cias, evitando tensiones sobre el gasto, mediante la utilización del método de valoración del
coste efectivo, que proporcionaba a las CC.AA. una financiación equivalente al gasto que se
daba de baja en la Administración central.
En cuanto a la estructura de la financiación, ésta se basó fundamentalmente en transfe-
rencias incondicionadas procedentes de la Hacienda central y la tarea principal ha sido la de
introducir mayores dosis de autonomía y corresponsabilidad fiscal. Los pasos principales en
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Cuadro 3
Composición porcentual de las fuentes de financiación de las inversiones autonómicas
(1986-1999)
AÑO Ahorro corriente Transferencias de capital Endeudamiento
1986 21,6 50,6 27,8
1987 42,6 47,5 9,9
1988 62,6 36,5 0,9
1989 41,2 36,1 22,7
1990 35,0 34,0 31,0
1991 16,1 32,0 51,9
1992 31,1 30,0 38,9
1993 26,9 30,8 42,3
1994 39,2 27,3 33,5
1995 33,7 40,6 25,8
1996 33,6 42,2 24,2
1997 46,6 38,5 14,9
1998 53,4 36,6 10,0
1999 55,95 44,05 —
Fuente: Elaboración propia, a partir de los datos de la Dirección General de Coordinación con las Haciendas Terri-
toriales del Ministerio de Economía y Hacienda Liquidación de presupuestos de las Comunidades Autónomas.este camino fueron la cesión en 1996 del 30 por 100 del impuesto personal sobre la renta a
las CC.AA., que junto con la concesión de capacidad normativa en este impuesto y el resto
de tributos cedidos, amplió notablemente el volumen de ingresos fiscales propios de las
CC.AA. de régimen común y su autonomía fiscal. Sin embargo, la concesión posterior de ga-
rantías financieras hizo que prácticamente desaparecieran los incentivos para que las
CC.AA. asumieran un papel activo en la política fiscal. Como hito más reciente, señalar que,
desde el 2002, la ampliación de la cesión en el IRPF hasta el 33 por 100, junto con la amplia-
ción de la capacidad normativa en este tributo y la concesión de participaciones territoriali-
zadas en el IVA y los impuestos especiales (en este último caso y respecto al impuesto de hi-
drocarburos y el de matriculación, con la concesión de ciertas competencias normativas)
permite albergar esperanzas de que se avance hacia una efectiva corresponsabilidad fiscal,
máxime cuando se han suprimido las garantías financieras que suponían un desincentivo
para su ejercicio.
En el caso de las competencias sanitarias, la creación de un sistema de financiación se-
parado para esta competencia se ha hecho de modo muy discutible, puesto que la LOFCA no
hace separación alguna entre tipos de competencias y, además, gran parte de las característi-
cas de la sanidad, como servicio público universal, son compartidas por la educación que, sin
embargo, se financia a cargo de los recursos generales de la LOFCA.
La financiación de las competencias sanitarias transferidas se vino haciendo por medio
de transferencias condicionadas procedentes del presupuesto del INSALUD, partiendo del
porcentaje previo de gasto sanitario regional, en el momento de la transferencia y ajustando
la financiación, en caso necesario, hasta llegar al porcentaje de población con derecho a asis-
tencia sanitaria residente en la Comunidad. De este modo, en el caso de las competencias sa-
nitarias, se aplicó un criterio explícito de equidad (la población protegida) que servía para
orientar la financiación., no siendo determinante el peso del statu quo inicial, como sucedía
con las competencias comunes y educativas El problema que existía en este caso era la au-
sencia de autonomía fiscal y la pérdida de referencia del modelo, cuando las transferencias
sanitarias se generalizasen y el INSALUD deje de actuar como referencia del sistema. De lo
anterior se deriva la integración de la sanidad en el modelo general, tras el Acuerdo de julio
de 2001 sobre el sistema de financiación a aplicar desde el ejercicio 2002, de resultados un
tanto inciertos debido a la superposición del principio de afectación.
Funcionando en paralelo con el sistema de las CC.AA. de régimen común, actúa el siste-
ma foral, que financia de modo integrado el conjunto de competencias comunes, educativas
y sanitarias asumidas por las Comunidades forales del País Vasco y Navarra.
La comparabilidad de ambos sistemas y el juicio sobre el grado de equidad y la suficien-
cia comparada del sistema foral se complica porque el sistema común parte de valorar las
competencias autonómicas, para financiarlas posteriormente mediante un sistema de recur-
sos que ha venido permitiendo un grado reducido de corresponsabilidad fiscal, aunque éste
haya mejorado en la época reciente.
En cambio, el sistema foral se basa en la valoración del coste de las competencias estata-
les que está implícita en la metodología de determinación del Cupo, con un sistema de finan-
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ble con el respeto a las normas de armonización impositiva vigentes en la Unión Europea.
En una visión completa del sistema foral habría que señalar que el caso del País Vasco es
más complejo aún, puesto que la asimetría entre la concertación impositiva, que se hace a fa-
vor de las Diputaciones Forales, y la descentralización competencial (que se realiza en ma-
yor medida hacia las instituciones comunes del Gobierno Vasco que hacia las Diputaciones
Forales) obliga a diseñar mecanismos internos de transferencias hacia el Gobierno Vasco,
concretados en la Ley de Aportaciones, que puede verse en este sentido como la metodología
para determinar un «cupo interno» que las Diputaciones Forales transfieren a favor de las
instituciones comunes del Gobierno Vasco.
Observado en perspectiva el sistema de financiación de las CC.AA. de régimen común,
puede apreciarse que éste ha ido adoptando algunos de los rasgos del sistema foral, en cuanto
a la integración de todas las competencias (comunes y sanitarias) en un esquema único de fi-
nanciación y la profundización gradual en la cesión tributaria con competencias normativas.
De este modo, el ámbito de la cesión de tributos se ha ido acercando al de la concertación im-
positiva, si bien aún existen notables diferencias.
En sentido opuesto, alguna medida inicialmente aplicada en el régimen común, como la
concesión de cierta capacidad normativa en el impuesto de hidrocarburos, ha sido posterior-
mente adoptada en el Concierto impositivo.
Finalmente, hay problemas comunes que ambos sistemas han intentado resolver, como
el de los criterios internos de equidad territorial, que entre las CC.AA. de régimen común
está implícitamente abordado en las variables y reglas de reparto de la financiación y en el te-
rritorio foral del País Vasco mediante la normativa de la Ley de Aportaciones.
La financiación de la inversión nueva posee perfiles propios, que permiten hablar tam-
bién de un sistema de financiación aparte, constituido por el ahorro corriente, los ingresos de
capital y el endeudamiento.
La reforma de julio de 2001 se ha ocupado del sistema de financiación de las inversiones
de modo indirecto, puesto que Ley de Estabilidad Presupuestaria va a incidir de modo nota-
ble en el endeudamiento autonómico, dado que prohíbe (salvo casos excepcionales) el recur-
so al déficit y al endeudamiento, con lo cual cierra una vía que en la última década había ve-
nido suponiendo entre un cuarto y un tercio de la financiación total de las inversiones
nuevas. La forma en que el CPFF ha entendido la estabilidad presupuestaria para el período
2003-2005 (CPFF, 2002), asimilándola a estricto equilibrio presupuestario para todas y cada
una de las CC.AA. refuerza esta impresión.
De cara al futuro, si no se quiere introducir un cambio profundo en los patrones de gasto,
las CC.AA. tendrán que buscar un aumento del ahorro corriente o, más probablemente, pen-
sar en utilizar la autonomía normativa que les concede el nuevo sistema de financiación so-
bre el IRPF, impuestos sobre la riqueza e impuestos de hidrocarburos y matriculación (caso
de las CC.AA. de régimen común) o el Concierto impositivo, en todo el bloque de la imposi-
ción directa e impuesto de hidrocarburos (caso de las CC.AA. forales). Hay que subrayar, en
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siblemente van a significar un punto de ruptura en materia de corresponsabilidad fiscal, obli-
gándolas a sumir un papel más activo en la política fiscal y que en este sentido no parece que
ayude mucho la conducta del gobierno central que ha recurrido de forma sistemática la crea-
ción de impuestos propios por parte de las CC.AA. (como es el caso de los impuestos de
grandes superficies de Cataluña y Navarra, el impuesto balear sobre estancias turísticas, el
extremeño sobre depósitos en entidades de crédito, el castellano-manchego sobre actividades
que incidan en el medio ambiente o el extremeño sobre producción y transporte de energía
que incida en el medio ambiente).
En el caso de las CC.AA. españolas receptoras de Fondos Estructurales, existe un peli-
gro añadido en el medio plazo, si más allá del 2006 la ampliación al este de la UE va acom-
pañada de una reorientación de los fondos de desarrollo, que se hará sentir especialmente en
las regiones actualmente Objetivo n.º 1 que perciben importantes recursos del FEDER.
Notas
1. Como es sabido, entre la «vía lenta» del acceso a la autonomía del artículo 143 de la Constitución y la «vía rá-
pida» del artículo 151, existe sólo una diferencia de procedimiento, que permite a las CC.AA. del 151 disponer
antes del techo competencial pleno, que incluye tanto las competencias comunes como la educación y la sani-
dad, mientras que las CC.AA. que han seguido la «vía lenta» del artículo 143 dispusieron de las competencias
comunes y de educación, desde 1999 y muy recientemente, desde enero de 2002 se han hecho cargo de la ges-
tión de las competencias sanitarias.
2. El régimen fiscal especial de Canarias no será analizado en este trabajo.
3. En Monasterio y Suárez (1998), pp. 163-165 y 253-315, puede encontrarse una exposición más detallada de
estos regímenes especiales de financiación.
4. Si bien con limitaciones, porque permanece la afectación de una parte de la financiación a la cobertura del gas-
to sanitario.
5. Como se expondrá más adelante, en el apartado 5 del trabajo, cabe hacer ciertas matizaciones al coste efectivo,
en el sentido de que recoge algunos gastos de inversión; de reposición desde el momento inicial y por inclu-
sión como elemento de coste de la inversión nueva, en 1995 (aunque esto más en un sentido simbólico que
real, al estar efectuados la mayoría de traspasos en ese momento y no aplicarse apenas en las nuevas valoracio-
nes), además de la derivación hacia la PIE de una parte del FCI, en 1987 y 1992. Para una descripción más de-
tallada del cómputo del coste efectivo y de sus defectos de aplicación, puede verse Monasterio y Suárez
(1998), pp. 60-66.
6. Recuérdese que el conjunto de financiación recibida tiene como referencia última el coste efectivo del total de
competencias asumidas, que es precisamente GC.
7. De modo implícito, GS recoge la valoración de las competencias sanitarias.
8. En concreto, el nuevo sistema de financiación se ha plasmado en la Ley Orgánica 7/2001, de 27 de diciembre,
de reforma de la LOFCA, la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, por la que se regulan las medidas fiscales y ad-
ministrativas del nuevo sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común, la Ley
22/2001, de 27 de diciembre, reguladora de los Fondos de Compensación Interterritorial, y la Ley Orgánica
5/2001, de 13 de diciembre, complementaria a la Ley General de Estabilidad Presupuestaria (si bien esta últi-
ma no se deriva del Acuerdo del Consejo de Política Fiscal y Financiera de julio de 2001).
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impuestos indirectos cedidos hasta que no se traspasasen las competencias sanitarias.
10. La base ITEn excluye el impuesto de sociedades y las cotizaciones a la Seguridad Social y por desempleo, que
estaban incluidas en la anterior base ITAE.
11. En términos del análisis desarrollado anteriormente para las CC.AA. de régimen común, la suma de GC + GS
(a nivel nacional) sería el valor de las competencias asumidas, que deducidas del gasto total consignado en los
presupuestos Generales del Estado, nos daría el valor de GNA.
Lo anterior no significa un paralelismo exacto, que arroje como resultado que la financiación total de que dis-
pone la comunidad foral sea equivalente al caso común, porque el cálculo actual del Cupo supone una cantidad
equivalente al pago de los bienes y servicios estatales prestados en el territorio foral, pero excluye la participa-
ción en la financiación de las actividades redistributivas a cargo de la Hacienda central, con la excepción del
FCI, además de utilizarse para computar las cargas asumidas criterios distintos al método del coste efectivo.
Indirectamente, el menor Cupo que resulta de no considerar todas las actividades redistributivas incide en la fi-
nanciación de las CC.AA. de régimen común, que para asegurar un nivel de prestación homogéneo de los ser-
vicios esenciales de educación y sanidad disponen de menores recursos.
12. Hay que señalar que, conceptualmente, si se redujera el ámbito de los impuestos concertados, crecería el valor
de INC y el valor del cupo líquido, D, podría llegar a ser negativo, lo cual indicaría que en ese supuesto sería la
Administración central la que haría una transferencia hacia la Comunidad foral.
13. Además de estás políticas de promoción económica y redistribución mencionadas en el texto de la LTH, tam-
bién una parte de la financiación de la sanidad y la financiación de la Policia Autonómica son políticas con fi-
nanciación específica, fuera del modelo general de Aportaciones.
14. A su vez, las aportaciones de los TT.HH. dependen de su PIB relativo y de su capacidad recaudatoria relativa.
15. Ésta es la situación desde la reforma del FCI en 1990, puesto que antes todas las CC.AA. (comunes y forales)
recibían recursos del FCI, precisamente para a tender a la financiación de la inversión nueva, además de con el
objetivo de reducir las diferencias de renta y riqueza.
16. El FCI es el único recurso de las Haciendas autonómicas explícitamente mencionado en la Constitución y por
lo tanto no puede ser suprimido del cuadro de ingresos, salvo que medie una reforma constitucional.
17. Formalmente, se trata de dos leyes distintas, aunque su propósito es común. Sin embargo, lo tocante al endeu-
damiento autonómico supone una reforma de la LOFCA, por lo cual debe revestir forma de Ley Orgánica.
18. Nos estamos refiriendo a aquellas transferencias de capital que forman parte permanente del sistema de finan-
ciación, como el FCI y los Fondos Estructurales europeos y que se distribuyen entre CC.AA. de acuerdo con
reglas generales pactadas. Hay que señalar, sin embargo, que existen también otros recursos para inversión,
como son los procedentes de contratos-programa y convenios de inversión, que son acordados bilateralmente
entre la Administración central y las CC.AA. y que (al menos en teoría) no son un componente permanente del
sistema de financiación.
19. Concretamente, ello significaría que en la anterior expresión [7] el lado izquierdo de la igualdad quedaría
como GC + GS + 0,25FCI.
20. La LGEP permite el recurso al endeudamiento, pero sólo en casos excepcionales y habiendo formulado pre-
viamente un plan de ajuste presupuestario a medio plazo, que debe ser aprobado por el CPFF.
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The main objective of this feature is to provide a general analysis framework in order to explain the process of des-
centralization of the Spanish Public Sector. From this integrated approach it will be examinated the financing model
of the Autonomus Regions, either under the common regime or foral regime, explaining its similarities and differen-
ces and observing how both models have changed along time. Besides, all the sources that finance the autonomous
investments are presented as a different system, in which no distinction is made between the Autonomous Regions
under the common or foral regime. After the reform of the system of 2001, it was concluded that the impact of the
General Law of Budgetary Stability —which will be noticed above all in the subsystem of investment financing—
will influence the way the Autonomous Regions use their fiscal capacities, since they will look for current revenues
in order to substitute indebtedness.
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